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Con el  fin de  dar cumplimiento a  las disposiciones de la Ley 5 de 1992, en mi condición de coordinador ponente del Proyecto de Ley Estatutaria de la referencia, procedo a rendir el informe correspondiente de la siguiente manera:

 
ORIGEN DEL PROYECTO

La H. Senadora Maritza Martínez Aristizábal, presentó a  consideración de la corporación un proyecto de ley estatutaria para precisar las normas por las cuales en Colombia el derecho a la objeción de conciencia será efectivo. A su vez, la H. Mesa directiva de la Comisión Primera tuvo a bien designarnos como ponentes de esta importante iniciativa. 

Estos antecedentes, permiten que realicemos las siguientes consideraciones respecto del asunto en estudio:
Tal como lo exponen los motivos del proyecto, la regulación es necesaria, tanto por compromisos internacionales como por la misma dinámica del derecho que está en continua evolución. A su turno, resulta muy relevante establecer que la objeción de conciencia no puede concebirse como un derecho que pueda exteriorizarse de forma absoluta y aislada, pues en múltiples oportunidades se encuentra en tensión, bien con otros derechos que el ordenamiento jurídico reconoce a otras personas, o bien con el principio de legalidad, la defensa de intereses superiores como la seguridad nacional, la salubridad pública y otros. Es necesario, entonces, que el ejercicio de la objeción de conciencia se armonice con esos otros derechos e intereses en juego. 
Colombia es un país que predica ser democrático y participativo, un estado que garantiza un orden social justo mediante una organización pluralista que se funda, entre otros, en el respeto de la dignidad humana. Nuestra función, y la de las demás autoridades de la República, implica el proteger a todas las personas en su vida, honra, bienes, y también en sus creencias, de ahí que este establecido la protección de todos los derechos y garantías de las personas.
Entre el catálogo de derechos que debemos garantizar, se encuentran el del libre desarrollo de la personalidad, el de la libertad de conciencia y el de la libertad de cultos, derechos fundamentales que resultan de especial trascendencia respecto del proyecto de ley en estudio, ya que de alguna manera, sus núcleos esenciales son desarrollados en el articulado, al crear el derecho de objeción de conciencia, y claro está, son también el limite material legislativo al que estamos sometidos, tanto para regular sus alcances como para no irrespetar las demás disposiciones del ordenamiento.
Doctrinalmente no se observa contradicción respecto del significado o contenido interior y subjetivo del derecho de conciencia, es claro que esta fuera del alcance de lo jurídico:

 “Esta prerrogativa: “Consiste en el derecho de sustentar los principios morales que tenga el individuo por más verdaderos para fundamentar sus ideas; es una libertad de pensamientos, de creencias personales, que se relaciona con la libertad religiosa, porque la religión es un conjunto de principios morales”11 Es típicamente una libertad de fuero interno de las personas”
 

“Conciencia es ese reducto íntimo del ser humano donde éste se encuentra consigo mismo o, si fuere creyente, con su dios, sea como fuere que lo concibiera. Por lo tanto, está definidamente fuera del alcance de los poderes públicos y, por ende, no puede ser objeto de derecho. ¡Jamás debiera consentirse que los poderes públicos intenten siquiera legislar sobre ella! …

“En asuntos de conciencia, el alma debe ser dejada libre. Ninguno debe dominar otra mente, juzgar por otro, o prescribirle su deber. Dios da a cada alma libertad para pensar y seguir sus propias convicciones. De manera que, cada uno de nosotros dará a Dios razón de sí (Rom. 14:12)”.

Los pensamientos precedentes concuerdan con la actitud del Señor Jesucristo, pues en el libro de Apocalipsis o Revelación dice: “He aquí yo estoy a la puerta y llamo; si alguno oye mi voz y abre la puerta, entraré a él, y cenaré con él, y él conmigo” (Ap. 3:20).

Dios no violenta la conciencia de nadie; obra por persuasión y no por coacción.”

“Esta libertad consiste en la facultad de tener o no una fe religiosa, o convicciones o creencias de cualquier índole, sin hacer de estas posturas ninguna manifestación externa. Para DUGUIT “todo individuo tiene incontestablemente el derecho de creer interiormente, íntimamente,  lo que quiera en materia religiosa. En esto consiste propiamente la libertad de conciencia,  que no es solamente la libertad de no creer, sino también la libertad de creer lo que uno quiera. La libertad de conciencia escapa forzosamente y naturalmente a todos los designios y propósitos del legislador, lo mismo que la libertad de pensar propiamente dicha. Ni en derecho ni de hecho puede el legislador penetrar en lo íntimo de la conciencia individual e imponerle una obligación o una prohibición cualquiera. De la misma manera que la libertad de pensar, la libertad de conciencia propiamente dicha no tiene necesidad de ser afirmada en derecho.”5 De lo dicho por DUGUIT se desprende que la libertad de conciencia es metajurídica. Por ello es absurdo que en una Constitución, como lo es la nuestra se establezca como una garantía dicha libertad. El artículo 18 de la Constitución, fuera de garantizar la libertad de conciencia preceptúa que “nadie será molestado por razón de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar contra su conciencia” lo que afirma lo antes expresado de que la libertad de conciencia es algo íntimo, que sólo puede darse en el interior de cada persona, pues cuando esas convicciones o creencias de la persona se manifiestan externamente, entonces tendremos que se convierten en creencias religiosas, en convicciones políticas, filosóficas, literarias o en todo lo que constituye expresión de pensamiento.”
 

“La “liberta de conciencia” es, sin embargo, un término vago sin contenido concreto que bien podría figurar en la lista de las cosas que no existen, porque la inteligencia humana, como lo reconocen los filósofos, está destinada por fuerza al conocimiento de la verdad, la cual, un vez conocida, la mente no puede desechar. Lo que el Estado puede y debe garantizar es el derecho a la búsqueda de esa verdad y el derecho de actuar conforme a ella. …”
 

Los últimos autores no obstante, dejan entrever que tal derecho subjetivo cruza en veces su límite interior y se exterioriza, es en ese momento en el que aparecen los enfrentamientos entre los imperativos legales y la concepción interior de lo que es bueno o malo para el ser.
“El derecho a la objeción de conciencia implica por lo tanto el reconocimiento de que es posible, y legítimo, que surjan tensiones entre las obligaciones jurídicas que los rigen como miembros de una comunidad política. La voluntad de abstención del individuo frente a un deber jurídico puede imponerse en aquellos casos en que se evidencie que tal abstención es la única forma de proteger integralmente la libertad de conciencia del individuo”

La relevancia de esta disparidad entre lo que el ser quiere hacer y lo que el ordenamiento jurídico le impone, se puede observar en el preámbulo de la Declaración de 1981 sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la religión o las convicciones, así: “… la religión o las convicciones, para quien las profesa, constituyen uno de los elementos fundamentales de su concepción de la vida y que, por tanto, la libertad de religión o de convicciones debe ser íntegramente respetada y garantizada (…)” es clara entonces la necesidad de regularla.
A su turno, es pertinente considerar lo siguiente: “este derecho tiene dos dimensiones. La primera, que consiste en el derecho de profesar o adherirse a una religión y el derecho de cambiarla por otra, es uno de los pocos derechos fundamentales que es absoluto, es decir, que no permite restricción o injerencia alguna, La otra dimensión de esta libertad comprende el derecho a manifestar y practicar la religión tanto en público como en privado. El artículo 18.3 del PIDCP así como su el artículo 12.3 de la Convención Americana disponen que el derecho de practicar una religión está sujeto a restricciones destinadas a proteger ciertos bienes jurídicos, siempre que se respeten los principios de legalidad y necesidad, los bienes jurídicos que permiten restringir el ejercicio de la libertad de religión, según esos artículos, son la seguridad, el orden, la salud o la moral públicas, y los derechos y las libertades fundamentales de las demás personas.”
 

Sólo será posible objetar un mandato jurídico, entonces, cuando dicha orden contrarié un verdadero elemento fundamental de su concepción de vida. Toda libertad por genérica que sea
 está limitada. Jurídicamente se tiene por cierto que la libertad de las personas llega hasta donde llegan las de los demás, de forma que es necesario entender que las libertades al libre desarrollo, a la conciencia, y a la religión, externamente deben estar limitadas. 
Para dichos efectos se ha establecido que “las convicciones deberán ser de tal entidad que condicionen el accionar del objetor de conciencia. … las características que según la Corte deben reunir las creencias del individuo para poder ejercer el derecho a la objeción de conciencia son: primero, las creencias que se aduzcan han de ser de tal entidad que condicionen el accionar del individuo. El accionar del sujeto y sus creencias internas deben guardar coherencia; además, la relación entre el  accionar y las creencias del individuo ha de exteriorizarse (es decir, que no puede permanecer en la esfera interna de éste). Segundo, las creencias deben ser profundas; es decir, la convicción o creencia personal no puede ser superficial, sino que afecta de manera integral la vida del individuo y su forma de ser. Tercero, las creencias deben ser fijas; no pueden ser modificadas fácil o rápidamente. Cuarto, dichas creencias deben ser sinceras; esto quiere decir que se exige ser honestas y no falsas, acomodaticias o estratégicas, por ejemplo, para evadir el cumplimiento de un deber jurídico, como lo es prestar el servicio militar. …”

La objeción de conciencia que se pretende regular, se encuentra íntimamente relacionada cuando menos con los derechos fundamentales relacionados en los artículos 16, 18, 19 y 28. Las nociones constitucionales no acaban allí, se amplían por el contrario con el Bloque de Constitucionalidad de los artículos 93 y 94
, motivo por el cual, cuando menos, para una adecuación legislativa, deben tomarse en consideración las siguientes disposiciones:

Declaración universal de derechos humanos
Artículo 18

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia.

Declaración Americana de los derechos y deberes del hombre

Artículo III. Toda persona tiene el derecho de profesar libremente una creencia religiosa y de manifestarla y practicarla en público y en privado. Artículo IV. Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio.

Pacto internacional de derechos civiles y politicos

Artículo 18

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza. 

2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección. 

3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás. 

4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

Convención Americana sobre derechos humanos

Artículo 12.  Libertad de Conciencia y  de Religión

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión.  Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado.

 2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias. 

 3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás. 

 4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

En primera instancia se observa que las normas en comento protegen las creencias teístas, no teístas y el derecho a no profesar ninguna religión o creencia. Sirvan de ejemplo el humanismo y el pacifismo
.

Pero de otro lado, estas normas internacionales contribuyen en gran medida a fijar los parámetros sobre los cuales debe ser regulado el derecho a la objeción de conciencia. Léase con atención que se permiten las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás.  
La amplitud enunciada, impide establecer parámetros claros respecto de lo que la convicción de una persona puede llegar a modificar intuito personae dentro del ordenamiento jurídico, sirva de referencia que el comité de derechos humanos ha señalado que una creencia que consiste de forma principal o exclusiva en el cultivo y distribución de estupefacientes no puede en modo alguno incluirse en el ámbito de las libertades en estudio. Así mismo, la objeción de conciencia a las actividades y gastos militares, y a pagar impuestos escapa del ámbito de la protección.

Este fundamento, lleva a los ponentes, a restringir parcialmente el ámbito de aplicación que fuera presentado en el proyecto inicial, de manera que las obligaciones constitucionales se encuentran por fuera de la órbita de omisión al deber, así como todas aquellas actividades civiles o comerciales pactadas con el lleno de los requisitos legales.
Primero, porque la constitución es norma de normas, y no puede existir ninguna ley que contradiga sus postulados, y segundo, en tanto que el artículo 95 de la constitución establece claramente, la obligación de contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del estado dentro de conceptos de justicia y equidad, fenómeno impositivo que como se dijo no puede estar sometido a las concepciones personales de quienes se encuentran en nuestro territorio. Igualmente, obsérvese que sería bastante gravoso para la estabilidad del sistema que un médico objetase conciencia en un momento en el que cualquier paciente se encuentre en estado crítico, por eso, es preciso que se mantenga el deber de cumplir el artículo en referencia, ya que establece como deber, el de responder con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida.
 
La observancia de prácticas que atentan contra la vida o la integridad física tampoco está protegida por las libertades que amparan la objeción de conciencia. Puede verse que el comité de Derechos Humanos recomendó que se extremasen los esfuerzos para eliminar la práctica de la inmolación de viudas o la explotación sexual de niñas so pretexto de tradiciones religiosas. El derecho a observar los preceptos de carácter religioso está supeditado al principio de igualdad y a la prohibición de discriminación. El estado no puede permitir la aplicación del derecho religioso en el ámbito del derecho civil y de familia cuando las normas religiosas discriminan a la mujer, téngase como referencia la Poligamia.

El hecho de hacer parte de una sociedad auto conformada y democráticamente organizada nos convoca a respetar unos mínimos comportamientos, razón por la que no todos los deberes impuestos a las personas son excusables, tal y como se desprende de lo expuesto en el libro de la oficina en Colombia del alto comisionado de las naciones unidas para los derechos humanos, y además, de las formas de participación democrática que mantiene nuestro ordenamiento, con las que en cualquier momento las personas que se sientan vulneradas por cualquier norma constitucional pueden perseguir la modificación de esa disposición especifica.

Esta amplitud respecto del derecho a la objeción como desarrollo legal de las libertades fundamentales enunciadas, conceptualmente no es difusa, como pasa a exponerse,  sin embargo su aplicación material si es compleja:
“a. La libertad de pensamiento es la facultad de adherir o de profesar determinada ideología, filosofía o cosmovisión. b. La libertad religiosa comporta no solo una creencia o acto de fe, sino, básicamente, una relación personal del hombre con Dios, con la divinidad o con un ser superior, que se traduce en el seguimiento de un sistema moral. c. La libertad de conciencia es la facultad de discernir entre lo que resulta ser el bien o el mal moral, en relación con lo que concretamente, en determinada situación, debemos hacer o no hacer. Es la regla subjetiva de moralidad. d. La relación que existe entre las libertades de conciencia, pensamiento y religión consiste en que la primera es una consecuencia de las segundas. e. Tanto la libertad de pensamiento como la libertad religiosa implican la posibilidad para el sujeto de lograr una coherencia entre su vida personal y los dogmas y creencias de su religión, o los postulados de su filosofía, ideología o cosmovisión. f. La libertad de pensamiento y de religión no se confunden con la libertad de conciencia, pues no hace falta estar inscrito en una filosofía o religión para emitir juicios prácticos en torno de lo que es correcto o incorrecto en una situación concreta. g. La objeción de conciencia es aquella figura que permite al individuo negar o rehusarse a cumplir una obligación jurídica, cuando la actividad correspondiente signifique la realización de conductas que pugnan con sus convicciones íntimas.”

Tal y como se anotó anteriormente: “por la jurisprudencia en lo relativo a la definición de la objeción de conciencia como un ejercicio de la libertad de conciencia, y a la relación entre este derecho y las libertades de pensamiento y religión, es claro. No así la aplicación de este marco conceptual teórico a la solución de casos particulares, en donde, como se estudia en el escrito, la jurisprudencia parece ser muy restrictiva en algunos casos y contradictoria en otros, aunque en líneas generales ha evolucionado hacia una defensa más amplia de la libertad religiosa y la utilización de la objeción de conciencia”

La noción precedente implica que no es objetivo, señalar un marco taxativo y limitativo de cómo debe aplicarse la objeción de conciencia, aun cuando sí se debe contar con lineamientos precisos que permitan que se desarrolle conforme lo hace la jurisprudencia y la sociedad. 
Esto sin alterar en el otro extremo el deber de cumplir con la constitución y la ley, qué es uno de los núcleos fundamentales del sistema jurídico; debe siempre tenerse en cuenta que se confronta el ser individual y el social, desde uno o dos ópticas. Realmente el contenido indeterminado de las libertades que se desarrollan mediante el derecho a la objeción de conciencia impide a priori [esto a pesar de que llevamos desarrollándolos más de 20 años], saber que alcance puede dársele a la normatividad presentada a nuestra consideración, en materia de justicia, en materia económica, y en materia social, por decir lo menos.

Ello se debe al continuo enfrentamiento de derechos. Colisión que sólo puede resolverse mediante la aplicación de principios como el de necesidad y el de  proporcionalidad, entre otros.

Las líneas antecedentes dan muestra que no es pertinente establecer la objeción de conciencia como derecho fundamental en el stricto sensu de la palabra, punto por el que se opta en esta ponencia por referirse a la objeción como un derecho social, es decir un derecho que desarrolla los derechos fundamentales enunciados y que el Estado en la mayor medida posible desarrollara permanentemente siguiendo los postulados constitucionales.

Efectivamente, una cosa es el derecho a que nadie sea molestado por razón de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar contra su conciencia, o el de que toda persona tiene derecho a profesar libremente su religión y a difundirla en forma individual o colectiva, o el de que nadie puede ser molestado en su persona, o el de que todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad, y otra muy distinta, el cómo el Estado garantiza su ejercicio.
Siendo conscientes de que la objeción de conciencia se puede considerar como una forma de resistencia hacia una norma legal, siempre que esta reserva se produzca por la aparición de un conflicto entre las obligaciones morales, religiosas o de justicia de la persona y el cumplimiento de un precepto legal, y de que debe ser tan notoria la contradicción que el sujeto está dispuesto a no realizarla sin importar la consecuencia, serán los principios, la jurisprudencia de la Corte Constitucional y las Observaciones del Comité de Derechos Humanos, la fuente jurídica para resolver los casos que se presenten. Razón esta, que sustenta además la substracción del articulado que hacía referencia específica al servicio militar y a otros casos específicos en el artículo 13 del proyecto original, pues tal como no sirve ningún formato para solicitar la aprobación de la objeción, tampoco es útil o pertinente prever tipos de casos, que si bien en apariencia parecen iguales, sólo podrán ser valorados situación por situación.
Deben servir de referencia también las siguientes consideraciones:

“El comportamiento que demanda el objetor tiene un carácter omisivo. Por ello, con la objeción de conciencia se pretende abstenerse de llevar a cabo una acción que provocaría un grave daño moral al sujeto o un perjuicio serio al bien común. Por lo tanto, la objeción de conciencia nunca implica agresividad. Por el contrario, es un método pacífico y con absoluto respeto al proceso democrático. El objetor en conciencia tan solo reclama pacíficamente el respeto a una convicción ética o de justicia que es parte de su propia identidad personal.

Con la objeción de conciencia no se aspira a modificar ninguna norma. No se pretende obligar a la mayoría a revisar su decisión, obtener publicidad ni anular una norma. Por lo tanto, hay una ausencia de fin político. Sin embargo, es posible que, en un determinado momento, la actitud de un objetor trascienda a la opinión pública. 

La objeción de conciencia es un mecanismo que permite resolver, por vía de excepción, los conflictos entre mayorías y minorías existentes en toda sociedad democrática contemporánea”
 

Las frases precedentes, constituyen un claro ejemplo de lo que pretende la objeción de conciencia es dar especial cumplimiento al valor constitucional del pluralismo.
La conciencia implica un juicio, que por tanto debe ser resuelto por alguien externo al sujeto, soportándose en los principios y valores constitucionales. No debe confundirse entonces con el simple deseo.
“Las cuatro notas esenciales que caracterizan jurídicamente la objeción de conciencia son, entonces, las siguientes: a) la existencia de un deber legal que exige realizar una acción contraria a las convicciones morales de quien objeta en conciencia, b) la existencia de una situación singular y concreta que genera el conflicto personal entre el cumplimiento del deber legal y el del deber moral, c) la existencia de una razón eximente de la realización de ese deber legal y d) el incumplimiento del deber legal por el cumplimiento del deber moral.”

Este proyecto debe respetar además las reglas del debido proceso, y de los derechos de los demás, motivo por el que, cuando la objeción de conciencia recaiga sobre un deber que sólo puede cumplir el objetor, o cuando el estado se encuentre en imposibilidad material de garantizar el cumplimiento del deber a omitir, el derecho de objeción deberá dar paso a la necesidad social. Esto tomando en consideración lo previsto por los artículos 90 y 91 de la Constitución
.
Ahora bien, es pertinente establecer que del proyecto se retira la obligación alternativa y el servicio social alternativo. Esto por cuanto, hay que realizar una precisión y es que bajo los términos de la observación general No. 22, no es posible discriminar a los objetores de conciencia por abstenerse de cumplir el deber señalado, pues dicha actitud equivaldría a afirmar que por su forma de pensar, creer o sentir, el estado asume que es una conducta equivoca y que de alguna manera debe ser castigado, como si lo que hiciese está mal, y por tanto, se vulneraria la esencia misma de las libertades que se intentan desarrollar. La objeción de conciencia no atenta contra la igualdad de las personas que si cumplen con el deber, en tanto estas no presentan ningún conflicto interno y personalísimo, el principio y derecho de igualdad debe entenderse en el sentido de que si la persona pensara igual, tendría la misma garantía.

PROPOSICIÓN:

Con fundamento en las anteriores consideraciones, solicito a los  miembros de la Comisión primera, dar  primer  y aprobar el Proyecto de Estatutaria No. 136  de  2011 “Por medio de la cual se reglamenta el derecho a la objeción de conciencia”, junto con el pliego de modificaciones propuesto.
Cordialmente,

CARLOS  ENRIQUE SOTO  JARAMILLO

Coordinador de Ponentes

PARMENIO  CUELLAR  BASTIDAS

Coordinador de Ponentes

HEMEL HURTADO ANGULO

Senador

JORGE EDUARDO  LONDOÑO ULLOA

Senador

EDUARDO ENRIQUEZ  MAYA 
Senador

JUAN  FERNANDO  CRISTO BUSTOS

Senador

PLIEGO DE MODIFICACIONES  PROPUESTO   PARA  PRIMER  DEBATE  AL PROYECTO DE LEY  ESTATUTARIA No. 136 DE 2011

“Por medio de la cual se reglamenta el derecho a la objeción de conciencia”

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

DECRETA:

I. CAPÍTULO PRIMERO
Disposiciones Generales

ARTÍCULO 1. OBJETO. El objeto de esta ley es establecer el marco jurídico por el cual las personas pueden ejercer su libertad de conciencia, de manera que puedan objetar  algunas obligaciones legales como forma de respeto a su concepción de vida, sin alterar con ello el orden social justo que impera en la sociedad.  

Se busca por tanto lograr la solución integral y pacífica de los conflictos que surgen cuando se enfrenta una orden o mandato legal y las concepciones religiosas, filosóficas o morales más profundas de una persona. Sin que tales concepciones puedan implicar desconocimiento de obligaciones legalmente aceptadas o posiciones extremistas que impidan mantener el debido orden social.
ARTÍCULO 2. FINALIDAD. La objeción de conciencia, tiene como fin facultar a toda persona para que actué conforme le ordena su conciencia, exonerándolo del cumplimiento de un deber legal o reglamentario, siempre que éste sea contrario a sus convicciones religiosas, filosóficas o morales más profundas, y tal determinación no ponga en riesgo la seguridad, el orden o la salud pública, y los derechos y las libertades fundamentales de las demás personas.
ARTÍCULO 3. PRINCIPIOS. La interpretación de las situaciones que se presenten en aplicación de la presente ley queda sometida en especial a los principios de necesidad, proporcionalidad, diversidad cultural, discriminación positiva, protección a las minorías, y pro homine, así como a la aplicación permanente del test de razonabilidad.

La jurisprudencia de la Corte Constitucional y las Observaciones del Comité de Derechos Humanos, serán fuente jurídica para resolver los casos que se presenten.

ARTÍCULO 4. TITULARES. La objeción de conciencia es un derecho social de las personas naturales, que se desprende de los derechos fundamentales a la libertad, la libertad de expresión, la libertad de conciencia y la libertad de cultos, así como de las disposiciones afines que hacen parte del bloque constitucional.

ARTÍCULO 5. GARANTIA DE LOS DERECHOS. El Estado es responsable por la garantía y el efectivo cumplimiento de los derechos de las personas, por tanto, debe contar con los medios precisos para suplir el deber omitido por el objetor, de tal manera que este sea realizado.

Cuando el deber a omitir, no pueda ser realizado por persona distinta del objetor, su intención omisiva debe ceder en pro del bien común.
II. CAPÍTULO SEGUNDO
Procedimiento
ARTÍCULO 6. SOLICITUD. La objeción de conciencia se presentará mediante solicitud escrita, en la que se consignará, como mínimo, la siguiente información:

1. Nombre, documento de identificación, dirección de residencia, y datos de notificación.
2. Indicar la autoridad que tiene a su cargo exigir el cumplimiento del deber jurídico que se pretende exonerar. En caso que sea un particular el que se vea beneficiado con el deber a omitir, deberá expresar el nombre, la dirección de residencia, y los datos de notificación.

3. Indicar cuál es el deber jurídico cuya exoneración de cumplimiento pretende.

4. Expresar claramente cuál es el imperativo religioso, moral o filosófico que resulta incompatible con el deber jurídico cuya exoneración solicita. 

5. Expresar con suficiente motivación las razones que invoca para sustentar su petición y para configurar su derecho en los términos previstos en el artículo 1 de la presente ley. 

6. Establecer que sus manifestaciones son ciertas, inequívocas y libres de error o dolo, y por tanto, que su conducta no está enmarcada dentro de los delitos de falsedad.
Parágrafo. No se tramitarán solicitudes de grupo ni las realizadas en formatos.
ARTÍCULO 7. PRUEBA. La incompatibilidad entre el deber jurídico y el imperativo moral, filosófico o religioso, debe ser demostrado objetivamente por quien invoca la aplicación de la objeción de conciencia. Para ese efecto, deberá aportar lo siguiente:

1. Si se trata de objeción de conciencia por convicciones religiosas: deberá allegar constancia expedida por una autoridad de la iglesia o congregación religiosa, en la que conste que el objetante profesa dicha creencia, el tiempo vinculado a ella y cómo deben interpretarse las creencias vinculadas a dicha confesión.

2. Si se trata de objeción de conciencia por convicciones morales o filosóficas: deberá aportar, al menos dos declaraciones extrajuicio, de personas mayores de edad, que den cuenta de la congruencia, sinceridad y seriedad de la convicción del objetante.

ARTÍCULO 8. ASPECTOS NO REGULADOS. Los aspectos no regulados en esta Ley se seguirán de conformidad con las disposiciones previstas para el derecho de petición ante autoridades del Código Contencioso Administrativo.
III. CAPÍTULO TERCERO
Competencia

ARTÍCULO 9. AUTORIDAD DE CONCIENCIA. La solicitud de objeción de conciencia será resuelta por un particular o una autoridad imparcial y autónoma, respecto de quien tiene el deber de hacer exigible la obligación jurídica cuyo cumplimiento se pide exonerar.


Parágrafo 1. Los conflictos de interés y causales de impedimento y recusación, se resolverán en los términos del Código Contencioso Administrativo. 

Parágrafo 2. El Gobierno reglamentará esta disposición, tomando en consideración que para ser autoridad de conciencia previamente se debe certificar conocimiento de los principios de esta Ley.

IV. CAPÍTULO CUARTO

Otras Disposiciones

ARTÍCULO 10. PROHIBICIONES. El derecho a la objeción de conciencia cederá, frente a los mandatos constitucionales y cuando se ponga en riesgo la seguridad, el orden y la salubridad pública o se atente contra el derecho a la vida e integridad física de menores de edad. Estas situaciones serán ponderadas por el competente para resolver la solicitud de objeción de conciencia.

ARTÍCULO 11. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,

CARLOS  ENRIQUE SOTO  JARAMILLO

Coordinador de Ponentes

PARMENIO  CUELLAR  BASTIDAS

Coordinador de Ponentes

HEMEL HURTADO ANGULO

Senador

JORGE EDUARDO  LONDOÑO ULLOA

Senador

EDUARDO ENRIQUEZ  MAYA 

Senador

JUAN  FERNANDO  CRISTO BUSTOS
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